Política y Regulación de los Recursos Naturales

CONCEPTO DE RECURSOS

Los recursos son elementos de los cuales dispone el hombre para satisfacer sus necesidades.

Clasificación de los Recursos


Existe una triple clasificación: 

· Naturales: Son los elementos que el hombre toma de la naturaleza para satisfacer necesidades (agua, suelo, aire, etc.)

· Culturales: Son recursos naturales que el hombre toma de la naturaleza y los transforma (la mesa de madera, el consolador de mármol)

· Humanos: Dentro de este grupo se tiene en cuenta al hombre.

Otra clasificación:

· Renovables: (la tala indiscriminada de bosques)

· No Renovables: (petroleo)

Clasificación tradicional del Consejo Federal de Inversiones:

· Suelo

· Atmósfera

· Agua

· Flora y Fauna

· Escenarios Panorámicos

· Energía (Se discute si es un recurso natural: Valls y Pigretti dicen que la energía está insita en todos los recursos naturales; el Dr. Cano decía que la energía era considerada un recurso mas)
Recursos Naturales: Características


Poseen dos características importantes: 1) Hay una interrelación entre ellos (si se contamina el agua); 2) Ofrecen una natural resistencia a la acción del hombre (en una actividad minera voy a tener que sortear una serie de obstáculos para obtener el mineral)

Daño Ambiental (Art. 41 CN)
Art. 41 CN: Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales.

Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos.
Principios enumerados en el artículo:

1) Derecho a un ambiente sano

2) Derecho a un ambiente equilibrado

3) Apto para generaciones futuras

4) Deber de preservación

5) Uso equitativo y racional de los recursos
6) Todo el que produce un daño ambiental tiene que recomponer a la naturaleza

7) Prohibición de la introducción de residuos peligrosos

Tareas del Estado:

Dictar las leyes de presupuesto mínimo de protección: El Congreso dicta las normas mínimas a las que las provincias deben adecuarse. Estas leyes son a nivel nacional.

Informar y educar, preservar los recursos, proteger la biodiversidad.
Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Art. 26 CCABA: El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho a gozar de un ambiente sano, así como el deber de preservarlo y defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.

Toda actividad que suponga en forma actual o inminente un daño al ambiente debe cesar. El daño ambiental conlleva prioritariamente la obligación de recomponer.

La Ciudad es territorio no nuclear. Se prohíbe la producción de energía nucleoeléctrica y el ingreso, la elaboración, el transporte y la tenencia de sustancias y residuos radiactivos. Se regula por reglamentación especial y con control de autoridad competente, la gestión de las que sean requeridas para usos biomedicinales, industriales o de investigación civil.

Toda persona tiene derecho, a su solo pedido, a recibir libremente información sobre el impacto que causan o pueden causar sobre el ambiente actividades públicas o privadas.
Es similar al artículo 41 de la Constitución Nacional. Deja en claro que el ambiente es patrimonio común, o sea, todos los habitantes tienen derecho a un ambiente sano, limpio, equilibrado, etc.

Art. 28 CCABA: Para asegurar la calidad ambiental y proveer al proceso de ordenamiento territorial, se establece:

1. La prohibición de ingreso a la Ciudad de los residuos y desechos peligrosos. Propicia mecanismos de acuerdo con la provincia de Buenos Aires y otras jurisdicciones, con el objeto de utilizar o crear plantas de tratamiento y disposición final de los residuos industriales, peligrosos, patológicos y radiactivos que se generen en su territorio.

2. La prohibición del ingreso y la utilización de métodos, productos, servicios o tecnologías no autorizados o prohibidos en su país de producción, de patentamiento o de desarrollo original. La ley establecerá el plazo de reconversión de los que estén actualmente autorizados.

La ciudad se declara no nuclear; prohíbe la introducción de residuos peligrosos, permitiendo solo lo que se halla relacionado con la medicina nuclear.

Art. 30 CCABA: Establece la obligatoriedad de la evaluación previa del impacto ambiental de todo emprendimiento público o privado susceptible de relevante efecto y su discusión en audiencia pública.

Antes de realizar cualquier obra o emprendimiento se debe realizar un estudio de impacto ambiental. Se realiza para ver las consecuencias que se producen en el medio ambiente. Se realiza un estudio que consta de distintas etapas:
Evaluación del Impacto

Consultora

Informe

Analizado por las autoridades del organismo de la Ciudad de Bs As

Evaluación de la obra

Audiencia Pública (E.I.A.)

Se extiende el D.I.A. Declaración de Impacto Ambiental

Aprobando o rechazando

     (Si se aprueba puede realizarse Sometiéndola a modificaciones)

Ley 11723 – Ley General de Medio Ambiente (1995)

Tiene una introducción similar al Art.41 CN. Expresa el concepto de desarrollo sostenible y posee una sección destinada a cada recurso natural.
Ley 25675 – Ley General del Ambiente (2002)

Evolución del Derecho Ambiental


En la antigüedad se rendía culto a los recursos. En ceremonias macabras se los asociaba con los dioses crueles y vengativos. Luego, con el aumento de la población, el hombre se sedentariza. Descubre el fuego y comienza la contaminación. Al haber cada vez mas población hay mas residuos y el hombre va perdiendo la conciencia, ya que comienza a usar y abusar de los dones de la naturaleza.

En 1960 (Época de los Beatles) los Estados decidieron crear normas; a lo que se llamó toma de conciencia ambiental. 

Francia crea un Ministerio de la naturaleza, siguiendo Japón y Estados Unidos.


En 1972 se realiza la 1º Conferencia sobre Medio Humano, en Estocolmo (Suecia). Se expide una declaración con 27 principios en la que se resalta que el hombre tiene derecho a un ambiente digno.


En 1992 se realiza la Conferencia Río 92, sobre Medio Ambiente y Desarrollo. Esta también expide una declaración de 27 principios y se firman dos adicionales: 1) de Biodiversidad (cuidado de las especies); 2) de Cambio Climático. También se realiza una Declaración de Bosques para su protección.


En 2002 se realiza la Cumbre Johanesburg: llamada Río + 10. En esta se da prioridad a la pobreza, se tratan temas relativos a la pobreza, hambre, salud, vivienda, y se analizan las posibles soluciones. Por último se trata el problema de la escasez y contaminación del agua. 

Etapas de la Evolución

Según criterio del Dr. Mario F Valls, se divide en dos etapas:
1) Postergación ambiental hasta 1960, año en el que se produce una toma de conciencia ambiental.

2) A partir de 1960, la agitación ambiental o el despertar de la conciencia ambiental.

Según criterio del Dr. Pigretti, se divide en tres etapas:

1) Del Derecho Romano y la Naturaleza (Roma se hallaba en guerra constante, produciendo desastres ambientales)

2) Del Abuso del Derecho hasta 1960 (El hombre comienza a usar y abusar de los recursos)

3) De la Moral de las Normas Jurídicas (Con la reforma de la ley 17711, en el Art.2513 se establece que la propiedad debe ser ejercida “de manera regular” sobre todo en el campo.
Art. 2513 CC: Es inherente a la propiedad el derecho de poseer la cosa, disponer o servirse de ella, usarla y gozarla conforme a un ejercicio regular.

Derecho Agrario – Contratos Agrarios y de Arrendamiento: Obligaciones del arrendador, obligaciones del arrendatario.
La actividad agraria desarrolla y aprovecha recursos naturales básicos como son la tierra, el agua, la atmósfera y las especies vivas que en ellos se albergan. Para que sea eficaz requiere recursos elaborados por el hombre, como semillas, plaguicidas, fertilizantes, herramientas, maquinarias, etc., todo estos mas capital financiero.

El hombre no actúa individualmente sino en grupos. La familia es el conjunto básico para desarrollar esta actividad.

A principios del Siglo XX (problemático y febril), la inmigración se dedicó a trabajar la tierra, no existiendo aún una legislación que regulase el arrendamiento de las tierras.

Los arrendadores (dueños del campo) se aprovechaban cruelmente de los arrendatarios: cobraban alquileres muy altos, imponían condiciones nefastas, como ser la obligación de vender lo producido a alguien determinado, o el cultivo de productos determinados. 
La Ley 11170, llamada de arrendamiento, se dictó en el año 1921. En ella se trataron todos los temas referidos a contratos agrarios teniendo como fondo común al CCA. Se fijaron los plazos máximos y mínimos en 10 y 4 años respectivamente.

En el año 1932 se dictó la Ley 11627, donde se eleva el plazo mínimo a 5 años. Surge una obligación para el arrendador que consiste en construir un local escolar, es decir: destinar un logar para el dictado de clases y que habite el maestro. Para ello debían darse las siguientes condiciones: que no hubiera otra escuela a 10 Km. a la redonda, debían sumar 25 arrendatarios (se consideraban a todos los que trabajaban el campo) y el Estado se haría cargo de los sueldos del docente.

En el año 1948 se dicta la Ley 13246. en su artículo 8 se declara de orden público económico la conservación de los suelos. Para ello se deben evitar técnicas que provoquen el deterioro de los mismos. 

Además de regir las relaciones entre arrendador y arrendatario, esta Ley apunta al orden político económico, con el objetivo de conservación y mejoramiento del suelo, evitando para ello técnicas de degradación.

Esta Ley se modifica en el año 1980 por la Ley 22498 estableciendo un plazo máximo de 10 años y un mínimo de 3 para el arrendamiento. También establece un nuevo plazo extraordinario, denominado “contrato ad - meliorandum”, cuya duración será de 20 años que se utilizaría en casos donde se debe realizar una obra de irrigación tendiente a mejorar el rendimiento del suelo ya que, de otra manera, el mismo se encuentra en condiciones que impiden el normal desarrollo de la actividad agraria.

Con esta modificación surgen, además los siguientes aspectos:

· Obligaciones más específicas para el arrendador: entregar el campo libre de plagas y malezas; si así no lo hiciere deberá abonar el 50% del gasto de desmalezamiento. La obligación de construcción del local escolar continua. Está obligado a la entrega en buen estado de las instalaciones (galpones), herramientas y/o enseres en buen estado.

· Obligaciones para el arrendatario:  se obliga a dar al campo el destino acordado (Ej.: arrendar para cultivo y destinarlo a club de jubilados). 
Muerte del arrendatario dentro del plazo del contrato:

La Ley rural se aparta del CCA y le permite a los herederos del arrendatario hasta el segundo grado de parentesco, optar entre la continuación o rescisión del contrato, pero con el requisito de comunicación de la decisión al arrendador dentro del plazo de 30 días.  

Contrato agrario de arrendamiento:
Contrato a través del cual una de las partes, llamada arrendador, entrega el uso y goce de un campo o predio rural situado fuera del ejido urbano a otra parte, llamada arredatario, quien se compromete a pagar por dicho uso y goce un precio cierto en dinero. 

Diferencias entre los contratos de arrendamiento y aparcería

Definición: el contrato de aparcería es aquel por el cual una parte se obliga a entregar a la otra animales, o conceder el uso y goce de un predio rústico con o sin plantaciones, sembrados, enseres o elementos de trabajo, que la otra se obliga a destinar a una actividad agraria y a entregar a la primera una cuota proporcional de los frutos o utilidades.
Diferencias y semejanzas:

1-. El contrato agrario de arrendamiento se diferencia del contrato de aparcería porque, éste último puede ser de dos formas:

· Rural o agrícola

· Pecuaria (para engorde y venta)

2-. Los plazos de la aparcería son los mismos que los de arrendamiento. 

3-. En el contrato de aparcería aparecen dos figuras: el dador, que es el dueño que tiene la dirección general; y el aparcero que es quien lleva a cabo la explotación (ídem capataz).

4-. Formas de pago: en el contrato de arrendamiento, se paga un precio cierto en dinero; mientras que en el contrato de aparcería se paga con un porcentaje de los frutos y productos que establecen las partes. 

5-. En cuanto a sus caracteres, el contrato de arrendamiento es un contrato conmutativo, porque las prestaciones están establecidas ; mientras que el contrato de aparcería es un contrato aleatorio, porque las partes están sujetas a un alea o riesgo (inundaciones, granizo, etc.)

6-. En caso de muerte: en los contratos de arrendamiento los herederos del arrendatarios pueden o no continuar con el contrato; mientras que en el contrato de aparcería con la muerte del aparcero se da por concluido el contrato.

Obligaciones del aparcero y del dador:

El dador debe contribuir con el 50% de los gastos que demande la lucha contra las plagas y malezas. Además está obligado de proveer el local escolar cuando el número de arrendatarios y aparceros exceda de 25 y no existiere escuela pública a menor distancia de 10 km..

Las obligaciones enunciadas como específicas del dador son las siguientes: garantizar de evicción y de vicios redhibitorios; llevar anotaciones referentes a la explotación: nómina de animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes con especificación de su estado y valor.

Las obligaciones enunciadas como específicas para el aparcero son las siguientes: debe mantener el predio libre de plagas y malezas, si así lo recibió al contratar; contribuir con el 50% que la lucha contra las plagas y malezas demande en caso de haberlo recibido con ellas; cumplir con la obligación de forestación y plantado, si no lo hubiere en el predio,  de dos árboles por hectárea hasta un total de 300. Son sus obligaciones específicas: realizar personalmente la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas del contrato; dar a la cosa el destino convenido; conservar la edificación, mejoras y elementos en buen estado; comunicar novedades; notificar las fechas de recolección o separación de frutos o productos.

Contrato de capitalización de hacienda
Concepto: es aquel en el que alguna de las partes, propietaria o arrendataria de un predio, recibe de la otra parte una determinada cantidad de ganado, con el objeto de engordarlo y repartir luego el mayor valor que la hacienda adquiere.
Para ello se deben registrara las condiciones y peso del ganado al momento de la entrega y luego del engorde, para poder calcular los porcentajes que corresponden a cada parte. La proporción de cobertura de los gastos de cuidado (veterinaria) se estipulan en el contrato.

Nuevas modalidades de contratación agraria

1-. Contrato de franquicia ganadera
Contrato moderno que está fuera de la ley. Los plazos son puestos por las partes. En él se pueden distinguir dos partes: el franquiciante (que entrega toda la tecnología, elementos balanceados) y el franquiciado (cuida y engorda los animales y algunas veces es el propietario de los animales). A través de la utilización de estos elementos balanceados, el engorde se puede producir en un plazo de tres meses.
2-. Contrato de tranquera

Es otro contrato moderno que se utiliza cuando dos campos tienen una salida común. Ambos arrendatarios construyen una tranquera y estipulan los horarios de tránsito a través de ella con la finalidad de establecer un cierto orden. Esto no debe confundirse con servidumbres de paso, a pesar de que algunos autores la consideran una servidumbre de paso atenuada.

3-. Contrato de maquila: 

Se lleva a cabo entre dos partes. La primera es el productor de uva o caña de azúcar, quien le entrega a la segunda, elaborador, la materia prima en buen estado. Cuando se trabaja con alimentos se utiliza el Código alimentario nacional. El elaborador tiene la bodega o el ingenio y confecciona el vino o el azúcar, la envasa (según las estipulaciones del contrato) y le entrega al productor el producto ya envasado, evitando con ello, la cadena de intermediarios. En este tipo de contratos no se desembolsan sumas de dinero porque el productor le paga al elaborador con parte de la producción.

4-. Pastos: 
Son de dos tipos:

4.1. contratos de pastoreo: se trata de un contrato accidental (porque es menor de 3 años) que se encuentra dentro de la ley. A través de él se hace entrega de la tenencia (como en un contrato de alquiler) a cambio de un pago cierto en dinero. Su extensión en el tiempo no puede exceder el término de un año agrícola y no se puede repetir con la misma persona. Un año agrícola tiene una duración acorde a las cosechas (aprox. 8 meses). Este tipo de contratos, por ser accidentales, deben ser calificados y homologados por autoridad (tribunales de la jurisdicción)
4.2. contrato de pastaje o pasturaje: es un tipo de contrato innominado (se encuentra fuera de la ley). En él no se entrega la tenencia, se lleva a cabo de palabra y se paga por cabeza de ganado. Puede hacerse por plazos de días, mes o años, pero nunca puede exceder un año.

Minería

Antiguamente, ante la inexistencia  de normativas (Código) nos regíamos con las disposiciones españolas (Cuaderno de Felipe III de minería)

En 1870 se le encomienda a Domingo de Oro la redacción de un Código, pero cuando se presenta el borrador confeccionado es rechazado por el congreso.

En 1874 se le encomienda una nueva redacción a Enrique Rodríguez y este proyecto es sancionado como Código en 1886.
Existieron innumerables reformas que no se llevaron a la práctica. 

La Ley 24585 introduce normas referidas a la protección del medio ambiente.

La gran reforma del Código se lleva a cabo con el Decreto 456/97. esta reforma fue fuertemente criticada en dos aspectos: el cambio en el orden de los artículos del antiguo Código y que la nueva versión carece de notas.

Teorías

1-. Teoría regalista: la designación proviene del término “rey” ya que en el contexto histórico, las minas pertenecían al rey. Esta teoría es sostenida por nuestro ordenamiento, pero con la variante de que en nuestro caso pertenecen al Estado.

2-. Teoría de la accesión: sostiene que lo accesorio sigue la suerte de lo principal y que las fronteras pertenecen al dueño.

3-. Teorías nihilistas: son las que niegan todo. Se dividen en dos corrientes: 

3.1. Teoría de la ocupación:  la mina comienza a existir jurídicamente cuando el que la ocupaba se comprometía a explotarla en forma continua.

3.2. Teoría de la res nullius: cuando el primer ocupante se comprometía a explotar la mina.

Características de la Teoría regalista:

1-. Dominio originario de las minas: Art. 7 CM, con la salvedad del Art. 124 CN

Art. 7º: Las minas son bienes privados de la Nación o de las provincias, según el territorio en que se encuentren.
Art. 124: Las provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico y social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines y podrán también celebrar convenios internacionales en tanto no sean incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al Gobierno federal o el crédito público de la Nación; con conocimiento del Congreso Nacional. La ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que se establezca a tal efecto. Corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio.

2-. El Estado no puede extraer o explotar sustancias minerales. En algún momento se apartó de esta prohibición, más que nada, en momentos de guerra para la búsqueda de carbón (Art. 9 CM)

Art. 9º: El Estado no puede explotar ni disponer de las minas, sino en los casos expresados en la presente ley.
3-. Tiene la obligación de entregar las minas en concesión (Art. 10 CM.)
Art. 10: Sin perjuicio del dominio originario del Estado reconocido por el art. 7º, la propiedad particular de las minas se establece por la concesión legal.

4-. La existencia de dos propiedades distintas: la superficial (suelo) y la subterránea (subsuelo). Las dos son consideradas inmuebles y tienen una regulación distinta: el primero se rige por normativas y el segundo por el Código minero.
Características importantes de la minería

Los trabajos en las minas deben ser continuos. En la antigüedad existía la institución del pueble. Se controlaba el trabajo y, ante su interrupción, se producía el despueble (Art. 17 CM)

Art. 17: Los trabajos de las minas no pueden ser impedidos ni suspendidos, sino cuando así lo exija la seguridad pública, la conservación de las pertenencias y la salud o existencia de los trabajadores.

Sólo se pueden interrumpir los trabajos por cuestiones de orden público. El Art. 22 CM establece las restricciones acerca de quiénes pueden explotar.
Art. 22: No pueden adquirir minas, ni tener en ellas parte, interés ni derecho alguno:

1º Los jueces, cualquiera que sea su jerarquía, en la sección o distritos mineros donde ejercen su jurisdicción en el ramo de minas.

2º Los ingenieros rentados por el Estado, los escribanos de minas y sus oficiales en la sección o distritos en donde desempeñan sus funciones.

3º Las mujeres no divorciadas y los hijos bajo la patria potestad de las personas mencionadas en los números precedentes.

Clasificación de las minas (sustancias minerales)

El Art. 2 del Código establece cómo se clasifican las minas.

Art. 2º: Con relación a los derechos que este Código reconoce y acuerda, las minas se dividen en tres categorías.

1ª Minas de las que el suelo es un accesorio, que pertenecen exclusivamente al Estado, y que sólo pueden explotarse en virtud de concesión legal otorgada por autoridad competente.

2ª Minas que, por razón de su importancia, se conceden preferentemente al dueño del suelo; y minas que, por las condiciones de su yacimiento, se destinan al aprovechamiento común.

3ª Minas que pertenecen únicamente al propietario, y que nadie puede explotar sin su consentimiento, salvo por motivos de utilidad pública.

La primera categoría se da preferentemente al descubridor. Es la más importante y se encuentra establecida en el Art. 3 CM

Art. 3º: Corresponden a la primera categoría:

a) Las sustancias metalíferas siguientes: Oro, plata, platino, mercurio, cobre, hierro, plomo, estaño, zinc, níquel, cobalto, bismuto, manganeso, antimonio, wolfram, aluminio, berilio, vanadio, cadmio, tantalio, molibdeno, litio y potasio.

b) Los combustibles: Hulla, lignito, antracita e hidrocarburos sólidos.

c) El arsénico, cuarzo, feldespato, mica, fluorita, fosfatos calizos, azufre, boratos y wollastonita.

d) Las piedras preciosas.

e) Los vapores endógenos.

La segunda categoría, se encuentran establecidas en el Art. 4 y se divide en:

1-. Salinas, salitres y turberas con minerales no comprendidos en la primera categoría. Se conceden preferentemente al dueño del suelo.

2-. Las arenas metalíferas. Son de aprovechamiento común. 

Art. 4º: Corresponden a la segunda categoría:

a) Las arenas metalíferas y piedras preciosas que se encuentran en el lecho de los ríos, aguas corrientes y los placeres.

b) Los desmontes, relaves y escoriales de explotaciones anteriores, mientras las minas permanecen sin amparo y los relaves y escoriales de los establecimientos de beneficio abandonados o abiertos, en tanto no los recobre su dueño.

c) Los salitres, salinas y turberas.

d) Los metales no comprendidos en la primera categoría.

e) Las tierras piritosas y aluminosas, abrasivos, ocres, resinas, esteatitas, baritina, caparrosas, grafito, caolín, sales alcalinas o alcalino terrosas, amianto, bentonita, zeolitas o minerales permutantes o permutíticos.

La tercera categoría comprende todos los materiales de naturaleza pétrea o terrosos y materiales de construcción. Se le otorgan al propietario del suelo. Se encuentran comprendidos en el Art. 5

Art. 5º: Componen la tercera categoría las producciones minerales de naturaleza pétrea o terrosa, y en general todas las que sirven para materiales de construcción y ornamento, cuyo conjunto forman las canteras.

Trámite para la explotación o cateo (Art. 25)
Art. 25: Toda persona física o jurídica puede solicitar de la autoridad permisos exclusivos para explorar un área determinada, por el tiempo y en la extensión que señala la ley.

Los titulares de permisos de exploración tendrán el derecho exclusivo a obtener concesiones de explotación dentro de las áreas correspondientes a los permisos.

Para obtener el permiso se presentará una solicitud que consigne las coordenadas de los vértices del área solicitada y que exprese el objeto de esa exploración, el nombre y domicilio del solicitante y del propietario del terreno.

La solicitud contendrá también el programa mínimo de trabajos a realizar, con una estimación de las inversiones que proyecta efectuar e indicación de los elementos y equipos a utilizar. Incluirá también una declaración jurada sobre la inexistencia de las prohibiciones resultantes de los arts. 29 segundo párrafo y 30 quinto párrafo, cuya falsedad se penará con una multa igual a la del art. 26 y la consiguiente pérdida de todos los derechos, que se hubiesen peticionado u obtenido, los que en su caso serán inscriptos como vacantes. Cualquier dato complementario que requiera la autoridad minera no suspenderá la graficación de la solicitud, salvo que la información resulte esencial para la determinación del área pedida, y deberá ser contestado en el plazo improrrogable de quince (15) días posteriores al requerimiento, bajo apercibimiento de tenerse por desistido el trámite. La falta de presentación oportuna de esta información originará, sin necesidad de acto alguno de la autoridad minera, la caducidad del permiso, quedando automáticamente liberada la zona. 

El peticionante abonará en forma provisional, el canon de exploración correspondiente a las unidades de medida solicitadas, el que se hará efectivo simultáneamente con la presentación de la solicitud y será reintegrado totalmente al interesado en caso de ser denegado el permiso, o en forma proporcional, si accediera a una superficie menor. Dicho reintegro deberá efectivizarse dentro del plazo de diez (10) días de la resolución que dicte la autoridad minera denegando parcial o totalmente el permiso solicitado. La falta de pago del canon determinará, el rechazo de la solicitud por la autoridad minera, sin dar lugar a recurso alguno.

Los lados de los permisos de exploración que se soliciten deberán tener necesariamente la orientación norte-sur y este-oeste.

El texto ordenado de 1997 introduce la exploración aérea.
Cualquier persona física o jurídica puede pedir un permiso de exploración, pero deben cumplir una serie de requisitos:

1-. Autorización minera de jurisdicción.

2-. Pedir solicitud de exploración o cateo. Debe adjuntarse a esta solicitud la descripción del área que se desea explorar.

3-. Presentación de la solicitud a la Autoridad minera. Si faltare algún dato, la misma devuelve la solicitud marcando los faltantes.

4-. El solicitante tiene un plazo de 15 días para completar los datos faltantes. De no hacerlo en ese tiempo, quedará sin efecto el trámite.

5-. Abonar un canon que anual, que se podrá pagar en dos cuotas (una con anterioridad al 30-06 y otra con anterioridad al 30-12). De no cumplimentar ese pago, también podrá caducar la concesión.

6-. En caso de rechazo de la solicitud, el canon abonado se restituirá. 

7-. El minero no podrá comenzar con su actividad hasta la extensión del correspondiente permiso. Caso contrario será pasible de elevadas multas, acorde a lo reglamentado en el Art. 26 CM

8-. Publicación de edictos si la persona no fuera del lugar. Se deberán publicar dos veces en el plazo de 10 días, en el diario local más importante, además de pegar copia en la puerta de la oficina del escribano de minas que realiza el trámite.
9.- El plazo de oposición es de 20 días. Si nadie se opone el trámite se registra y continúa. 

10-. Para el resto de los trámites el plazo máximo de publicación es de veinte días con tres publicaciones. (Art. 27 CM)

Art. 26: El permiso es indispensable para hacer cualquier trabajo de exploración.

El explorador que no ha tenido el consentimiento del propietario del suelo ni el permiso de la autoridad, pagará a más de los daños y perjuicios ocasionados, una multa a favor de aquel cuyo monto será de diez (10) a cien (100) veces el canon de exploración correspondiente a una (1) unidad de medida, según la naturaleza del caso.

La multa no podrá cobrarse pasados treinta (30) días desde la publicación del registro de la manifestación de descubrimiento que hubiere efectuado el explorador. 

Art. 27: Presentada la solicitud y anotada en el registro de exploraciones, que deberá llevar el escribano de minas, se notificará al propietario, y se mandará a publicar al efecto, de que dentro de veinte (20) días, comparezcan todos los que con algún derecho se creyeren, a deducirlo.

No encontrándose el propietario en el lugar de su residencia, o tratándose de propietario incierto, la publicación será citación suficiente. La autoridad minera determinará el procedimiento para realizar la notificación personal a los propietarios en los distritos en que la propiedad se encuentre en extremo parcelada. 

La publicación se hará insertando la solicitud con su proveído por dos (2) veces en el plazo de diez (10) días en un periódico si lo hubiere; y en todo caso, fijándose en las puertas del oficio del escribano. 

Los veinte (20) días a que se refiere el párrafo primero, correrán inmediatamente después de los diez días (10) de la publicación.

No resultando oposición en el término señalado, o decidida breve y sumariamente si la hubiese, se otorgará inmediatamente el permiso y se procederá a determinar su situación.

Practicadas las diligencias se inscribirán en el correspondiente Registro.

La unidad de medida de permiso de exploración es de 500 ha. y los mismos constarán hasta 20 unidades (nadie se queda con una única unidad de medida). Art. 29 CM

El plazo máximo para la búsqueda en una unidad de medida es de 150 días. A medida que el explorador va anexando unidades se van agregando 50 días más por cada unidad de medida que se anexe. Podrá llegar al máximo de 20 unidades establecido por el Art. 29 CM. 

Si no se encuentra el área para la realización del trabajo, se deberán ir devolviendo al Estado las unidades otorgadas. La búsqueda no podrá exceder el plazo de 300 días, pasados los cuales se deberá proceder a la desafectación. Art. 30 CM

El explorador deberá indemnizar al propietario del suelo de los daños causados con los trabajos de cateo. Al momento de la otorgamiento y de acuerdo al Art. 32 CM, se solicitarán al explorador las garantías necesarias a quien se podrá acudir en caso de incumplimiento por parte del explorador.
Art. 29: La unidad de medida de los permisos de exploración es de quinientas (500) hectáreas.

Los permisos constarán de hasta veinte (20) unidades. no podrán otorgarse a la misma persona, a sus socios, ni por interpósita persona, más de veinte (20) permisos ni más de cuatrocientas (400) unidades por provincia. 

Tratándose de permisos simultáneos colindantes, el permisionario podrá escoger a cuáles de estos permisos se imputarán las liberaciones previstas en el art. 30.

Art. 30: Cuando el permiso de exploración conste de una (1) unidad de medida, su duración será de ciento cincuenta (150) días. Por cada unidad de medida que aumente, el permiso se extenderá cincuenta (50) días más.

Al cumplirse trescientos (300) días del término, se desafectará una extensión equivalente a la mitad de la superficie que exceda de cuatro (4) unidades de medida. Al cumplirse setecientos (700) días se desafectará una extensión equivalente a la mitad de la superficie remanente de la reducción anterior, excluidas también las cuatro (4) unidades. A tal efecto, el titular del permiso, deberá presentar su petición de liberación del área antes del cumplimiento del plazo respectivo, indicando las coordenadas de cada vértice del área que mantiene. La falta de presentación oportuna de la solicitud determinará que la autoridad minera, a pedido de la autoridad de catastro minero, proceda como indica el párrafo precedente, liberando las zonas a su criterio, y aplique al titular del permiso una multa igual al canon abonado.

El término del permiso comenzará a correr treinta (30) días después de aquel en que se haya otorgado. Dentro de ese plazo deberán quedar instalados los trabajos de exploración, descritos en el programa a que se refiere el art. 25.

No podrá diferirse la época de la instalación ni suspenderse los trabajos de exploración después de emprendidos, sino por causa justificada y con aprobación de la autoridad minera.

No se otorgarán a una misma persona, ni a sus socios, ni por interpósita persona, permisos sucesivos sobre una misma zona o parte de ella, debiendo mediar entre la publicación de la caducidad de uno y la solicitud de otro un plazo no menor de un (1) año. Dentro de los noventa (90) días de vencido el permiso, la autoridad minera podrá exigir la presentación de la información y de la documentación técnica obtenida en el curso de las investigaciones, bajo pena de una multa igual al doble del canon abonado.

Art. 32: El explorador debe indemnizar al propietario de los daños que le cause con los trabajos de cateo y de los daños provenientes de estos trabajos.

El propietario puede exigir que el explorador rinda previamente fianza para responder por el valor de las indemnizaciones.

Trámite de la manifestación del descubrimiento
Se encuentra regulado en el Art. 45
Art. 45: Hay descubrimiento cuando, mediante una exploración autorizada o a consecuencia de un accidente cualquiera, se encuentra un criadero antes no registrado.
Se debe redactar un escrito notificando al Escribano qué producto se encontró en la exploración, acompañado de una muestra del mineral. Este escrito es sellado por el Escribano que también realizará una verificación de datos y puede otorgarle a la parte interesada 15 días más para la ampliación de datos. Se publicarán edictos para la declaración de oposición a partir de la manifestación del descubrimiento y hasta un plazo de 15 días, en los cuales cada 5 días se deberá realizar uno, en el diario de mayor circulación y si no hay periódico se pegará en la puerta de la escribanía.
Mensura y demarcación

El minero deberá realizar una tarea denominada labor legal que se llevará a cabo con anterioridad a la mensura. La labor legal consiste en un pozo de 10 mts. De profundidad (Art. 68). Para realizarlo el explorador cuenta con un plazo de 100 días. De no lograrlo dentro de él se le otorgarán 100 días más. Finalizados los cuales podrá acceder a otros 50 días más. 

Finalizados todos estos plazos, deberá realizar la tarea de demarcación acorde a lo establecido en los Art. 81 y siguientes. Generalmente esta tarea es llevada a cabo por un geólogo.

La petición de la mensura será notificada a los vecinos, fijándose el día y hora de demarcación. Se colocan los mojones para señalizar la zona y demás tareas del agrimensor actuante. De resultar mal confeccionada la mensura podrá ser impugnada.

Art. 68: Dentro del plazo de cien (100) días contados desde el día siguiente al del registro, el descubridor tendrá hecha una labor que ponga de manifiesto el criadero, de manera que pueda reconocerse su dirección, inclinación y grueso y comprobarse la existencia y clase del mineral descubierto.

La labor tendrá diez (10) metros de extensión y se abrirá sobre el cuerpo del criadero, siguiendo su inclinación o variándola si fuere conveniente.

Pero no es necesario trabajar los diez (10) metros, cuando en la labor ejecutada puede reconocerse satisfactoriamente las circunstancias expresadas.

Cuando las pertenencias fueren contiguas, bastará una sola labor legal, con tal que cualquier medio idóneo permita presumir, con base científica suficiente, la continuidad del yacimiento en todas ellas.

Art. 81: Se procede a la mensura y demarcación de las pertenencias en virtud de petición escrita presentada por el registrador o por otra persona interesada.

La petición y su proveído se publicarán en la forma prescripta en el art. 53.

Art. 82: En la petición de mensura se expresará la aplicación, rumbo, distribución y puntos de partida de las líneas de longitud y latitud, de manera que pueda conocerse la situación de la pertenencia y del terreno que debe ocupar.

Art. 83: La petición de mensura y su proveído se notificarán a los dueños de las minas colindantes, si fueren conocidos y residieren en el mineral o en el municipio donde tiene su asiento la autoridad.

En otro caso la publicación servirá de suficiente citación.

La publicación se hará según lo dispuesto en el art. 53.

Art. 84: Las reclamaciones se deducirán dentro de los quince (15) días siguientes al de la notificación o al del último correspondiente a la publicación.

No se admitirán las reclamaciones deducidas después de ese plazo.

Las reclamaciones se resolverán con audiencia de los interesados, dentro de los veinte (20) días siguientes al de su presentación.

La concesión del recurso no impide que se proceda a la mensura, si el interesado lo solicita.

La autoridad podrá, cuando así lo requiera la naturaleza del caso, diferir la resolución hasta el acto de mensura.

Art. 85: No habiéndose presentado oposición relativa a la petición de mensura o definitivamente resuelta la que se hubiere presentado, la autoridad procederá a practicar la diligencia, acompañada de un ingeniero oficial y del escribano de minas.

La autoridad mandará previamente que se notifique a los administradores de las minas colindantes ocupadas, cuyos dueños no hubieren sido personalmente citados, la hora en que debe darse principio a la operación.

Puede la autoridad comisionar para que haga sus veces al juez del mineral, y en su defecto, al más inmediato.

A falta de ingeniero oficial, se nombrará un perito o ingeniero particular; y a falta de escribanos se actuará con dos (2) testigos abonados.

Art. 86: La operación principiará por el reconocimiento de la labor legal; y resultando cumplidas sus condiciones, se procederá a medir la longitud y enseguida la latitud conforme a lo dispuesto en los arts. 77 y siguientes.

Acto continuo se marcarán los puntos donde deben fijarse los linderos que determinen la figura y el espacio correspondiente a la pertenencia.

Estos linderos, a cuya construcción se procederá inmediatamente, deben ser sólidos, bien perceptibles y duraderos.

Art. 87: Para la designación de los rumbos, se referirán los ingenieros al norte verdadero.

Se referirán también, si la autoridad lo declarare conveniente, o si los interesados solicitaren, a objetos fijos y bien manifiestos, indicando su dirección y distancia con relación a la labor legal.

Art. 88: Las personas interesadas en la mensura pueden nombrar, cada una por su parte un perito que presencie la operación y haga las indicaciones, reparos y reclamaciones a que los procedimientos periciales dieren lugar; todo lo que quedará decidido antes de darse por concluida la diligencia.

Art. 89: De todas las operaciones, solicitudes o resoluciones que hayan tenido lugar en el curso de la diligencia hasta su terminación, se extenderá un acta, que firmarán la autoridad, las partes y el ingeniero, y que autorizará el escribano.

Art. 90: El juez a quien se hubiere cometido la diligencia, remitirá al comitente el acta levantada; y con la aprobación de éste o con las reformas que creyere necesario hacer, quedará definitivamente concluida la mensura y demarcación de una pertenencia.

Art. 91: En la mensura y demarcación de las pertenencias practicadas según las prescripciones de la ley, pueden comprenderse los edificios, caminos, sitios cultivados y cerrados y toda otra clase de obras y terrenos.

El concesionario puede extender sus trabajos debajo de las habitaciones y demás lugares reservados, dando fianzas por los daños y perjuicios que puedan sobrevenir.

Cuando el daño sea grave e inminente y no fuese posible fortificar satisfactoriamente el cerro, podrá el minero solicitar la adjudicación del terreno y construcciones correspondientes, previa la comprobación de utilidad, según lo dispuesto en el inciso tercero del art. 13.

No regirá lo dispuesto en los precedentes incisos, respecto de los edificios públicos y demás contenido en el art. 36, salvo si se comprobaren los hechos expresados en su inciso segundo.

Los trabajos subterráneos no podrán penetrar en el radio correspondiente a las fortificaciones, sino en el caso que puedan penetrar los trabajos superficiales.

Todos estos trabajos se sujetarán estrictamente a las reglas de seguridad y policía.

Art. 92: La fianza no tendrá lugar cuando la explotación subterránea no ofrezca riesgo ninguno.

La fianza cesará cuando todo riesgo haya desaparecido.

Art. 93: Practicada la mensura y demarcación con arreglo a lo dispuesto en los artículos precedentes, la autoridad mandará inscribirla en el Registro, y que de ella se dé copia al interesado, como título definitivo de propiedad.

El expediente de mensura se archivará en un libro especial a cargo del escribano de minas.

Con la diligencia de mensura queda constituida la plena y legal posesión de la pertenencia.

Demasía - ampliación y mejora

Ampliación: La superficie minera se puede ampliar agregando otra al lado de la que se está explotando, siempre que ésta se encuentre vacante (franco).  Se realiza el pedido de la misma y se publica un aviso en el diario para advertir que se llevará a cabo este anexado. 

Esta nueva superficie formará un solo cuerpo.


Mejora: El minero podrá pedir la mejora de su terreno en cualquier dirección siempre que el terreno se encuentre vacante (franco). Se obtendrá así una nueva superficie. La mejora consiste en un cambio parcial del terreno. 



Demasía: Existen dos terrenos en medio de los cuales hay otro terreno que no alcanza una superficie de 6 ha.. Cualquiera de de los propietarios de los primeros lotes podrán solicitar que se le anexe a su superficie el terreno intermedio. 


Contratos de avíos

Avío: una persona se obliga con otra a suministrar lo necesario para la explotación de una mina. El aviador le proporcionará a la otra parte todos los elementos necesarios para el cumplimiento del contrato en la forma estipulada y al momento en que el dueño de la mina lo solicitare.

Art. 269: El avío es un contrato por el cual una persona se obliga a suministrar lo necesario para la explotación de una mina.

Los aviadores tienen preferencia sobre todo otro acreedor. 

Art. 270: El avío puede ser por tiempo, por cantidad o por obras que se determinarán en el contrato.

Art. 271: Puede convenirse que el aviador tome una parte de la mina en pago de los avíos que debe suministrar. 

O puede dársele participación en los productos por un tiempo determinado, o hasta cubrir el valor de los avíos. 

En el primer caso, queda el aviador sujeto a las disposiciones que reglan las compañías de minas.

Art. 272: En los demás casos, con los productos de la parte de mina asignada al aviador, se pagará ante todo el valor de los avíos.

No puede pretenderse derecho alguno a los productos de la mina, antes de que se haya cubierto la cantidad convenida o se haya vencido el tiempo señalado.

Art. 273: El precio de los minerales o pastas que se entreguen en pago del avío, será el que se haya convenido en el contrato.

Puede estipularse que el pago se haga en dinero con el valor de los productos vendidos al precio corriente. 

En este caso se pagará el interés que libremente hubiesen estipulado los contratantes. 

Art. 274: Si para la seguridad del pago de los avíos se prestan hipotecas, fianzas u otras garantías, si no se hubiese estipulado interés, se pagará el corriente en plaza.

Art. 275: El contrato de avíos debe celebrarse por escrito en instrumento público o privado.

Para que el contrato por instrumento privado produzca efecto respecto de terceros, es necesario que se inscriba en el registro destinado a los contratos de minas.

En todo caso, se publicará por tres (3) veces diferentes en el espacio de quince (15) días, en el periódico que la autoridad designe, y se fijará en las puertas del oficio del escribano durante el mismo plazo.

Art. 276: Terminado el contrato y resultando que no ha sido pagado el valor de los avíos, cuando el aviador no tiene parte en la mina o en sus productos, puede éste ejercitar los derechos del acreedor no pagado, si no se renueva el contrato.

Art. 277: El aviador suministrará los avíos, en la forma estipulada; y a falta de estipulación cuando el dueño de la mina lo solicitare para acudir a las necesidades de la explotación.

El aviador será notificado con quince (15) días de anticipación para que, dentro de este término, pueda suministrar los avíos correspondientes.

Si el aviador requerido al efecto, no los suministra oportunamente, podrá el dueño de la mina demandar judicialmente su pago, o tomar dinero de otras personas por cuenta del aviador, o celebrar con otro un nuevo contrato de avíos.

Art. 278: Rescindido el contrato por culpa del aviador, éste no tiene privilegio alguno por los avíos suministrados, ni derecho a ejecutar la mina.

Art. 279: La administración de la mina corresponde a sus dueños, exceptuando los casos en que la ley la concede a los aviadores.

Art. 280: Cuando los dueños de las minas hicieren gastos exorbitantes; cuando dieren una mala dirección a los trabajos, o cuando estuvieren mal servidos o desatendidos el gobierno y la economía de la mina, el aviador podrá tomar a su cargo la administración.

Al efecto, se requerirá a los dueños para que hagan las reparaciones y reformas reclamadas; y no verificándolas en el término de veinte (20) días, o en el que la autoridad creyere conveniente, se entregará la administración al aviador.

No tendrá lugar lo dispuesto en los dos (2) incisos anteriores, cuando los avíos suministrados estén cubiertos en el todo o en las tres cuartas partes de su valor.

Tampoco tendrá lugar, cuando se hubieren prestado garantías.

Art. 281: Si el dueño de la mina no emplea en su explotación los dineros o efectos suministrados para el avío, dándoles una inversión diferente, el aviador puede optar entre desistir del contrato, cobrando los valores distraídos con sus intereses y tomar la administración de la mina hasta ser enteramente cubierto.

En este caso se considerarán esos valores como capital invertido en el avío.

Art. 282: Los aviadores pueden poner interventor en cualquier tiempo, aunque no se haya convenido.

Son atribuciones del interventor: Inspeccionar la mina; cuidar de la buena cuenta y razón; tener en su poder los dineros y efectos destinados al avío para entregarlos oportunamente. Pero en ningún caso podrá mezclarse en la dirección de los trabajos, ni oponerse a los que se ejecutaren, ni contrariar acto alguno de la administración.

Art. 283: El dueño de la mina podrá también nombrar interventores cuando la administración haya sido entregada al aviador.

El interventor en este caso, tiene facultad para oponerse a toda operación y a todo trabajo que pueda causar perjuicio al propietario, o comprometer el porvenir de la mina, o que importe la infracción de cualquiera de las disposiciones del presente título.

En estos casos, el juez del mineral, a solicitud del interesado, mandará suspender los trabajos.

Art. 284: Termina el contrato de avíos por el vencimiento del tiempo, por la inversión del capital, o por la ejecución de las obras, según lo pactado en el contrato.

Pero, cuando no se hubiese estipulado el tiempo de la duración de los avíos, ni la cantidad que debía suministrarse, ni las obras que había obligación de ejecutar, cualquiera de los interesados puede, dando aviso con sesenta (60) días de anticipación, poner término al contrato.

En este caso, el aviador desahuciado tiene derecho a cobrar el valor de los efectos entregados y el valor de su crédito con los premios estipulados.

Tiene derecho a que se reciban los efectos que se le hubieren pedido.

Cuando el minero sea el desaviado, el pago se hará con los productos libres de la mina, después de los hipotecarios y de los aviadores posteriores.

Si la obligación es de pagar en dinero, tendrá el propietario desahuciado el plazo de cuatro (4) meses sin interés.

Art. 285: Podrán desistir del contrato sin necesidad de acuerdo, el aviador renunciando todos sus derechos, y el propietario cediendo la mina al aviador.  
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